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DERECHO URBANÍSTICO Y EXCLUSIÓN SOCIAL

URBAN LAW AND SOCIAL EXCLUSION
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RESUMEN: Este artículo explora la relación entre el derecho urbanístico y procesos de ex-
clusión social, a través del análisis de tres conflictos urbanos recientemente producidos a pro-
pósito del intento de construir viviendas sociales en comunas de altos y medianos ingresos en 
Santiago, Chile. Los casos descritos dan cuenta de algunos aspectos de la práctica del derecho 
urbanístico que constituyen fuertes obstáculos para la promoción de viviendas sociales en 
barrios bien localizados. El artículo sugiere que el derecho urbanístico chileno no cuenta con 
herramientas suficientes para contrarrestar procesos de exclusión social urbana en favor del 
interés público que representa la generación de viviendas sociales adecuadamente integradas 
en la ciudad.

Palabras claves:  derecho urbanístico, segregación urbana, vivienda social.

ABSTRACT: This article explores the relationship between urban law and processes of social 
exclusion, through the analysis of three recent urban conflicts occurred because of the at-
tempt to construct low-income housing units in high and middle-income districts in Santia-
go, Chile. The cases described show some aspects of the practice of urban law that constitute 
strong obstacles for the promotion of low-income housing in well-located neighborhoods. 
The article suggests that Chile’s urban law does not have sufficient tools to counteract pro-
cesses of urban social exclusion in favor of the public interest represented by the generation 
low-income housing adequately integrated in the city.

Keywords:  urban law, urban segregation, affordable housing.

I. INTRODUCCIÓN

La segregación residencial socioeconómica es ampliamente reconocida como uno 
de los principales problemas de la vida urbana en Chile1. En la mayoría de las ciudades del 
país, criterios socioeconómicos inciden significativamente en cómo las personas se ubican 
geográficamente. Así, existen barrios con alta concentración de familias de altos ingresos, 
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Adolfo Ibáñez, sede Viña del Mar, en agosto de 2018, y en el Seminario de Derecho Administrativo de la Uni-
versidad de Chile dirigido por el Profesor José Miguel Valdivia. Guillermo Jiménez y Jaime Phillips nos hicie-
ron llegar agudas observaciones sobre una versión preliminar del artículo. Esta investigación se enmarca dentro 
del proyecto FONDECYT de iniciación Nº 11180489, del cual Diego Gil es el investigador responsable.
1  Ministerio de Vivienda y Urbanismo (2014) p. 23.
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otros predominantemente habitados por individuos de clase media, y otros donde la gran 
mayoría de los residentes viven en situación de pobreza y vulnerabilidad2. En la medida en 
que el barrio en el que un individuo vive afecta significativamente sus oportunidades de 
desarrollo3, el hecho de que miles de familias de bajos ingresos vivan en zonas socialmente 
homogéneas, ubicadas en la periferia de las ciudades chilenas, con inadecuada provisión de 
servicios públicos y privados, constituye un problema relevante para el derecho y las políti-
cas públicas.

La segregación social urbana es, en parte, el resultado de las preferencias habitaciona-
les de las personas expresadas dentro de las dinámicas del mercado urbano. Sin embargo, la 
segregación también tiene un importante componente institucional. El derecho y las políti-
cas públicas influyen significativamente en las preferencias que expresan los individuos por 
dónde y cómo habitar la ciudad. Las dinámicas del mercado habitacional se producen en el 
contexto de un marco y una práctica regulatoria que inciden en los procesos de desarrollo 
urbano y producción de viviendas.

El objetivo de este artículo es examinar la relación entre el derecho urbanístico y los 
procesos de exclusión social que se producen en zonas urbanas. El derecho urbanístico se 
refiere a los principios y reglas jurídicas cuyo objetivo es la organización racional del espa-
cio urbano. La pregunta que motiva este trabajo es si, y cómo, el derecho urbanístico puede 
constituir un obstáculo para la inclusión de viviendas sociales en barrios bien localizados en 
la ciudad. Para responder esa pregunta, este artículo adopta una perspectiva socio-jurídica4. 
Para ello, contrasta el marco normativo y los instrumentos propios del derecho urbanístico 
–de acuerdo a cómo están regulados “en los textos”– con la práctica concreta de esta área 
del derecho. Para analizar la práctica del derecho urbanístico describimos y comparamos 
tres conflictos urbanos recientes que se han producido en Santiago con motivo del intento 
de construir viviendas sociales en comunas de ingresos medios y altos.

Uno de los principales argumentos que desarrollamos en este artículo es que el dere-
cho urbanístico desencadena una práctica institucional en la cual se pueden generar fuertes 
obstáculos para la instalación de viviendas sociales en barrios bien localizados. Esa práctica 
institucional es fuertemente influenciada por propietarios y residentes con alto capital so-
cial. Como buena parte de las potestades urbanísticas recaen sobre autoridades locales, estas 
pueden ser ejercidas para obstaculizar la generación de viviendas sociales si la influencia 
de propietarios y residentes triunfa sobre el interés público. En consecuencia, debido a su 
posición institucional, los gobiernos locales tienen fuertes incentivos a oponerse a la llegada 
de viviendas sociales, a diferencia del gobierno central, quien en el derecho chileno tiene 
la posibilidad de velar por el interés de la ciudad como un todo. Incluso en casos en los 
cuales las autoridades locales no se oponen a la llegada de viviendas sociales, propietarios 
y residentes pueden utilizar otros mecanismos jurídicos para bloquear la llegada de grupos 

2  Algunos trabajos que han intentado caracterizar las desigualdades territoriales de las zonas urbanas chilenas 
son Sabatini et al. (2001), Echeñique y Urzúa (2013), Agostini et al. (2016).
3  Una amplia literatura económica y sociológica ha demostrado la importancia del barrio como un factor di-
ferenciado en las oportunidades de desarrollo de una persona. Ver, por ejemplo, Sampson (2012), Massey et al. 
(2013) y Chetty et al. (2016).
4  Véase Friedman (1986).
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de bajos ingresos a sus barrios. A pesar de algunas reformas legales recientes, el derecho 
urbanístico chileno no cuenta con mecanismos jurídicos suficientes para contrarrestar esas 
dinámicas políticas en favor del interés público que representa la generación de viviendas 
sociales bien localizadas.

Una de las contribuciones centrales de este trabajo es enfatizar la importancia del 
diseño y práctica del derecho urbanístico en las dinámicas de exclusión social que se pro-
ducen en las ciudades. Los problemas de segregación urbana han sido asociados princi-
palmente a la política habitacional implementada en las últimas décadas en Chile, que ha 
incentivado, a través de subsidios habitacionales a la oferta y a la demanda, la producción 
privada de condominios de viviendas sociales con alta densidad construidos en suelo bara-
to, ubicado principalmente en la periferia de las ciudades del país5. En años recientes, se 
han implementado programas especiales de subsidios que intentan promover la integración 
social urbana en las ciudades del país, con resultados que aún requieren evaluación6. Sin 
embargo, como intentamos argumentar en este artículo, la segregación urbana también 
tiene que ver con las reglas que definen el uso del suelo urbano y con cómo los principales 
operadores jurídicos implementan esas reglas. En ese sentido, el artículo propone ampliar la 
mirada respecto de los factores que inciden en los niveles de exclusión social que presentan 
nuestras ciudades, la que no solo se relaciona con los instrumentos de financiamiento que 
el gobierno central emplea para promover el acceso a la vivienda de grupos de bajos ingre-
sos, sino también con las reglas y los procesos institucionales a través de los cuales se defi-
nen los usos del suelo urbano y la organización del crecimiento de las ciudades.

El artículo se desarrolla de la siguiente forma. En la segunda sección describimos el 
marco normativo del derecho urbanístico chileno y los principales instrumentos que auto-
ridades públicas pueden utilizar para orientar el desarrollo urbano en el país. En la tercera 
sección revisamos investigaciones relevantes de los Estados Unidos que explican como el 
derecho urbanístico incide en procesos de segregación urbana. En la cuarta y quinta sec-
ción, que constituyen el núcleo de este trabajo, describimos y analizamos tres conflictos 
urbanos producidos recientemente a propósito del intento de construir viviendas sociales 
en comunas de ingresos medios y altos. En la quinta sección concluimos.

II. EL DERECHO URBANÍSTICO CHILENO “EN LOS TEXTOS”

Chile es hoy un país esencialmente urbano. Alrededor del 90% de los habitantes 
del país viven en zonas urbanas, lo que es una tasa comparable a la de países desarrollados 
como Japón, Francia y Estados Unidos7. La población urbana se concentra en un número 
reducido de ciudades. En Santiago vive cerca del 40% de la población del país8. 2 de cada 3 
habitantes viven en Santiago, Valparaíso y Concepción, las 3 ciudades más grandes9.

5  Ver, por ejemplo, Gil (2019).
6  Ver Decreto Nº 116 de 2015 y Decreto Nº 19 de 2016, Ministerio de Vivienda y Urbanismo.
7  OECD (2013) p. 41. 
8  Véase en OECD (2013).
9  Véase en OECD (2013).
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No es extraño que, dada las características de la vida contemporánea y las externalida-
des positivas que puede generar, las personas tiendan a concentrarse en zonas urbanas10. En 
general, las ciudades generan menores costos de transporte de bienes, permiten a los indi-
viduos participar en mercados laborales diversos y con mayores grados de especialización, y 
producen redes de información a través de las cuales individuos y organizaciones aprenden de 
otros debido a las interacciones que inevitablemente se producen en zonas urbanas densas11.

La predominancia de la vida urbana hace particularmente importante examinar las 
características y funcionamiento del derecho urbanístico chileno, ámbito en el cual no exis-
te una extensa literatura académica en el país12. El derecho urbanístico se refiere a las reglas 
jurídicas que organizan el desarrollo físico de las ciudades. El objeto de su regulación son 
las técnicas de intervención de autoridades públicas en el espacio urbano13. El contenido 
exacto del derecho urbanístico, sin embargo, no es fácil de definir, debido a su asociación 
con un grupo heterogéneo de normas y actos que tienen incidencia en el proceso de desa-
rrollo urbano.

El marco normativo del derecho urbanístico lo componen normas constitucionales, 
legales y reglamentarias. La Constitución establece un conjunto de normas que influyen en 
el ejercicio de las potestades públicas urbanísticas14. El artículo 3, por ejemplo, establece un 
mandato para que el desarrollo territorial sea equitativo en Chile a nivel de regiones, pro-
vincias y comunas. Otra norma importante es el artículo 19 Nº 24, que otorga protección 
constitucional al derecho de propiedad, pero que permite que la ley establezca limitaciones 
y obligaciones a este derecho en la medida que se justifique por la función social que la 
propiedad cumple. En el artículo 115 se reafirma el principio de un desarrollo territorial 
equitativo al interior del país, mientras que en los artículos 118 y siguientes se establecen 
algunas normas sobre la administración comunal, que el texto constitucional encarga a las 
municipalidades. Estas son instituciones claves en el derecho urbanístico en tanto buena 
parte de las normas que regulan el desarrollo de las zonas urbanas son dictadas a través de 
las potestades normativas de las municipalidades. Por su parte, el artículo 123 reconoce la 
necesidad de coordinación entre los municipios, y también entre ellos y los demás servicios 
públicos, asumiendo que hay algunos aspectos del desarrollo urbano que requieren de una 
mirada de la ciudad como un todo más que una fragmentada en distintas municipalidades.

Ahora bien, el grueso de las normas que regulan el ejercicio de la intervención públi-
ca en las ciudades se encuentra contenido en cuerpos legales dictados a través de la potestad 
legislativa, principalmente la Ley General de Urbanismo y Construcción (LGUC), que fue 

10  La teoría de la aglomeración económica asociada a los economistas E. Glaeser, P. Krugman, R. Lucas y 
P. Romer parte de la premisa que las decisiones respecto de la ubicación geográfica de los individuos son, al 
menos en parte, racionales. Para una síntesis de esa literatura y un análisis de sus implicancias para la regulación 
urbana ver Schleicher (2010).
11  Schleicher (2010) pp. 1515-1529.
12  Recientemente el derecho urbanístico ha generado mayor atención académica en la doctrina nacional. La 
mayoría de los trabajos constituyen esfuerzos por delinear los contornos de esta área del derecho. Ver, por ejem-
plo, Rajevic (2000), Cordero (2015), Cordero (2017).
13  Ver Rajevic (2000) p. 531, y Cordero (2015) p. 104. A la misma conclusión llegan autores de tradiciones 
jurídicas similares, como la española. Ver Carceller (1992) p. 18, y Ponce (2002) p. 26.
14  Ver artículo 3 y artículo 19 Nº 24.
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establecida en virtud de facultades legislativas delegadas por un Decreto Ley durante la 
dictadura, y cuyo texto fue fijado por el Decreto Supremo Nº 458 el año 1976. Ese texto 
recoge normas que habían sido establecidas en cuerpos legales anteriores y desde entonces 
ha sido modificado en numerosas ocasiones15.

El marco normativo del derecho urbanístico también lo componen reglas estableci-
das a través de la potestad reglamentaria. La más relevante es la Ordenanza General de la 
Ley General de Urbanismo y Construcciones (OGUC), establecida a través del Decreto 
Nº 47 del Ministerio de Vivienda y Urbanismo (MINVU) que también ha sido objeto de 
numerosas reformas. El rol de la OGUC –como toda norma emanada de la potestad regla-
mentaria de ejecución– es implementar las normas generales establecidas en la LGUC. Por 
su parte, el MINVU también dicta circulares que instruyen sobre la aplicación de las reglas 
de la Ley General y la Ordenanza.

El marco normativo del derecho urbanístico regula un conjunto de instrumentos de 
intervención pública en el espacio urbano16. El instrumento por antonomasia es la plani-
ficación urbanística, que se refiere a los planes que distintas autoridades pueden elaborar 
para guiar el desarrollo de una determinada zona urbana (LGUC, artículo 27). La LGUC 
reconoce tres niveles en los cuales opera la planificación urbanística: nacional, intercomu-
nal y comunal (LGUC, artículo 28). A nivel nacional nunca ha existido un plan urbanísti-
co propiamente tal. Lo que ha existido son políticas nacionales de desarrollo urbano, que 
establecen objetivos generales que debieran guiar el diseño e implementación de políticas 
y programas en el ámbito urbanístico17. Los planes reguladores intercomunales son instru-
mentos que regulan el desarrollo físico de unidades urbanas que comprenden más de una 
comuna (LGUC, artículo 34). Se denominan metropolitanos cuando el grupo de comunas 
que regulan representa un área metropolitana. Por su parte, los planes reguladores comuna-
les son instrumentos que organizan el desarrollo del espacio urbano correspondiente a una 
municipalidad (LGUC, artículo 41).

Los planes urbanísticos, especialmente los planes reguladores intercomunales y co-
munales en el sistema jurídico chileno, contienen lo que la doctrina llama “régimen del 
suelo”, que se refiere a las normas que definen los usos del suelo urbano, estableciendo 
derechos y deberes para los propietarios de ese suelo. El mecanismo típico a través del cual 
se establece el régimen del suelo es la zonificación urbana. Esta consiste en reglas que divi-
den el espacio urbano en distintas zonas a las que se les asignan usos que definen el tipo de 
construcción que se puede hacer en esa respectiva zona.

Los planes urbanísticos y las reglas contenidas en el régimen del suelo establecen 
directrices, obligaciones y derechos que buscan incidir en el proceso de desarrollo de una 
ciudad, pero la materialización de estas normas depende de la gestión que se realice por los 
sujetos destinatarios de esas normas. En el caso del derecho chileno, una buena parte de la 
gestión urbana la realizan actores privados. Estos son quienes, en la práctica, bajo la lógica 

15  Rajevic (2000) p. 542.
16  Cordero (2015) pp. 109-116.
17  La última política nacional de desarrollo urbano fue publicada el año 2014, a partir del trabajo de una Co-
misión Asesora Presidencial que fue nombrada en 2012. Véase Ministerio de Vivienda y Urbanismo (2014).
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del mercado y dentro de las restricciones que imponen las reglas del derecho urbanístico, 
definen el desarrollo físico de una ciudad. Algunos organismos públicos, sin embargo, tie-
nen potestades para llevar a cabo procesos que materializan las normas y directrices de los 
planes urbanísticos. Los organismos principales son los Servicios Regionales de Vivienda y 
Urbanización (SERVIU), que corresponden a servicios públicos descentralizados cuya prin-
cipal labor es la construcción de viviendas sociales y obras comunitarias18. En la mayoría 
de los casos, sin embargo, los SERVIU no construyen directamente viviendas sociales, sino 
que se encargan de asignar y pagar subsidios habitacionales a personas beneficiarias, y de 
supervisar el adecuado cumplimiento de las obligaciones de las organizaciones y empresas 
que construyen con el financiamiento de los subsidios.

El derecho urbanístico también confiere potestades a determinados órganos para 
autorizar la construcción de obras en la ciudad y fiscalizar el cumplimiento de las normas 
establecidas en los planes.

El marco normativo y los instrumentos descritos en los párrafos anteriores son aque-
llos tradicionalmente identificados como objeto del derecho urbanístico. Sin embargo, 
existen varias otras entidades administrativas que tienen potestades para establecer normas 
o para realizar actos que tienen incidencia en la organización y fisonomía del espacio ur-
bano19. Lucas Sierra, en un trabajo publicado en el año 2006, identifica 19 órganos admi-
nistrativos que juegan algún tipo de rol en la regulación urbana, lo que revela el grado de 
complejidad de esta área del derecho20.

A lo anterior hay que agregar que en el funcionamiento del derecho urbanístico 
existen amplios espacios para la intervención de actores privados. Enrique Rajevic ha des-
crito recientemente los ámbitos en los cuales actores privados ejercen funciones públicas 
en vivienda y urbanismo21. La planificación urbanística es una potestad que en general está 
reservada a organismos públicos, sin embargo, en algunos casos muy excepcionales se ha 
admitido la participación privada en la preparación de algunos planes específicos22. Asimis-
mo, existen varias figuras establecidas por la LGUC en las cuales actores privados intervie-
nen en el proceso de autorización y control de los usos urbanísticos23. Finalmente, y como 
señalamos anteriormente, la gestión urbana es delegada casi en su totalidad al sector priva-
do de acuerdo al derecho vigente. La construcción de viviendas sociales, por ejemplo, que 
a mediados del siglo XX era una actividad llevada a cabo por corporaciones habitacionales 
públicas hoy se ejecuta mayoritariamente por el sector privado con y sin fines de lucro24.

El objetivo de esta investigación es explorar el impacto distributivo del derecho urba-
nístico, es decir, cómo este sistema regulatorio puede incidir en la distribución geográfica de 
las viviendas sociales en el entramado urbano. La siguiente sección utiliza la literatura com-
parada para ilustrar cómo este sistema normativo puede generar procesos de exclusión social.

18  Ver artículo 27, DL 1305.
19  Sierra (2006) pp. 311-321.
20  Sierra (2006) p. 320.
21  Rajevic (2013) pp. 221-255.
22  Rajevic (2013) pp. 231-234.
23  Rajevic (2013) pp. 236-246.
24  Rajevic (2013) pp. 246-250.
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III. EL IMPACTO SOCIAL DEL DERECHO URBANÍSTICO

El derecho urbanístico dice relación con normas e instrumentos de intervención pú-
blica que inciden directamente en el desarrollo físico de una ciudad. Es decir, se trata de un 
sistema regulatorio que determina la distribución de los distintos usos del espacio urbano, 
las posibilidades de construcción, la densidad y altura de una ciudad, entre otros paráme-
tros. Es por ello que el derecho urbanístico tiene un impacto social muy significativo. Las 
normas y actos que componen el derecho urbanístico inciden en el tipo de relaciones eco-
nómicas y sociales de quienes habitan un asentamiento urbano.

En este trabajo nos concentramos en un tipo de impacto social del derecho urba-
nístico, que tiene que ver con la distribución territorial de los residentes de una ciudad. El 
derecho urbanístico al definir usos, alturas, densidades, entre otros estándares, influye en 
cómo los individuos se localizan en una ciudad, determinando en forma relevante las prefe-
rencias habitacionales de quienes viven o quieren vivir en una ciudad.

El derecho urbanístico puede influir en la distribución territorial de las personas en 
una ciudad generando procesos de segregación urbana que ocurren cuando grupos sociales 
viven separados unos de otros en distintas zonas de una ciudad. La segregación urbana so-
cioeconómica, que es el patrón típicamente latinoamericano, se refiere normalmente a la 
aglomeración de familias desfavorecidas en determinadas zonas urbanas, en barrios que se 
encuentran separados territorialmente de familias de mayores ingresos y con inadecuada 
provisión de servicios públicos y privados. La literatura ha demostrado que la segregación 
urbana de personas de bajos ingresos o pertenecientes a minorías étnicas tiene un efecto ne-
gativo sobre las oportunidades de desarrollo de esos individuos25.

¿Cómo el derecho urbanístico puede incidir en procesos de segregación urbana? Esta 
es una pregunta que ha sido escasamente tratada en la literatura nacional26. En el derecho 
comparado, sin embargo, esta pregunta ha recibido bastante más atención. Para lo que 
sigue de esta sección nos centraremos fundamentalmente en la literatura académica de los 
Estados Unidos, país donde el vínculo entre regulación urbana y segregación social ha sido 
una preocupación relevante de la investigación sobre urbanismo en el derecho y otras cien-
cias sociales27.

Varios autores en los Estados Unidos han argumentado que el derecho y la políti-
ca urbana han favorecido procesos de segregación urbana de familias desaventajadas28. A 
nivel federal, por ejemplo, políticas de financiamiento de infraestructura pública –como 
carreteras– y de incentivos a la adquisición de propiedades estimularon la creación de pe-

25  Dos trabajos muy citados en la literatura que examinan el impacto de la segregación urbana en familias 
afroamericanas de bajos ingresos en las ciudades de los Estados Unidos son Wilson (1987) y Massey y Denton 
(1993). Algunos trabajos que han intentado analizar los efectos de la segregación urbana socioeconómica en 
Chile son Larrañaga y Sanhueza (2007), Sierralta (2008) y Sabatini y Wormald (2013).
26  Con la excepción de algunos trabajos de Enrique Rajevic. Ver, por ejemplo, Rajevic (2010a) y Rajevic 
(2010b).
27  Ver, por ejemplo, Ford (1994), Cashin (1999), Frug (2001), Schuck (2003), Been (2005).
28  Aquí nos basamos fundamentalmente en el trabajo de Frug (2001) pp. 115-164. Ver también Massey y 
Denton (1993) pp. 17-59.
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queñas ciudades (suburbios) ubicadas en la periferia de zonas metropolitanas donde residen 
familias de ingresos medios y altos y que exhiben alta homogeneidad social29. Por su parte, 
la política federal de vivienda en los Estados Unidos implementada desde fines de los años 
30 hasta los años 70 es responsable de la creación de barrios altamente segregados de mi-
norías raciales en las ciudades de ese país30. Esta política, conocida como “el programa de 
la vivienda pública”, era financiada federalmente y operaba localmente a través de agencias 
locales que administraban edificios de vivienda construidos con alta densidad cuyos de-
partamentos eran arrendados a personas de bajos ingresos. El problema con ese modelo 
de provisión de vivienda social era que las municipalidades incentivadas a participar eran 
aquellas con mayores residentes de bajos ingresos y grupos minoritarios, y su respuesta fue 
promover la construcción de edificios con alta densidad en barrios donde tradicionalmente 
se ubicaban familias desaventajadas, lo que incentivó fuertemente la segregación de esos 
proyectos de viviendas sociales31.

De acuerdo a Gerald Frug, las normas e instrumentos urbanísticos implementados 
a nivel local, es decir por municipalidades, han sido el factor jurídico y político que ha te-
nido mayor impacto en producir segregación urbana32. Uno de los instrumentos de mayor 
impacto en este sentido ha sido la zonificación y regulación del suelo urbano. Estos instru-
mentos han sido utilizados por muchas municipalidades, especialmente suburbios social-
mente homogéneos de familias de ingresos medios y altos, para mantener sus jurisdicciones 
como barrios principalmente residenciales de baja densidad y altura, lo que ha tenido el 
efecto de prevenir la inclusión de viviendas de bajos ingresos, que tienden a construirse 
con alta densidad y altura33. La práctica de excluir grupos sociales a través de la potestad de 
zonificación urbanística es conocida como “zonificación excluyente” (exclusionary zoning).

La razón por la cual municipalidades de ingresos medios y altos utilizan sus potesta-
des regulatorias para prevenir la inclusión de viviendas sociales tiene que ver con la presión 
que ejercen los propietarios sobre las autoridades de la comuna. Esa es la hipótesis conocida 
como la teoría del “propietario-votante” (the homevoter theory)34. En comunas residenciales 
de baja densidad, típicamente los suburbios en los Estados Unidos, los propietarios consti-
tuyen la mayoría del electorado de la comuna y ejercen su influencia para proteger el valor 
de sus residencias. Esto sucede incluso en comunas o ciudades donde los propietarios no 
son la fuerza electoral más grande pero igualmente ejercen mayor influencia sobre las auto-
ridades locales en comparación con otros grupos u organizaciones debido a sus redes, nivel 
educacional, estatus socioeconómico, etc.35.

Las razones por las cuales los propietarios de zonas residenciales ejercen su influen-
cia para obstaculizar la llegada de viviendas sociales son varias. Una razón tiene que ver 

29  Frug (2001) pp. 132-133.
30  Ver, por ejemplo, el trabajo de Friedman (1966) y de Schill y Wachter (1995).
31  Schill y Wachter (1995) pp. 1292-1300.
32  Frug (2001) pp. 143-149.
33  Frug (2001) pp. 143-145.
34  Ver Fischel (2001). 
35  Recientemente, Been et al. (2014) demostraron empíricamente la importante influencia política de propieta-
rios-votantes en el desarrollo urbano de la ciudad de Nueva York.
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con la percepción de que sus propiedades disminuirán su valor debido a la localización de 
viviendas de bajos ingresos cerca de ellas, percepción que no necesariamente se ajusta a la 
realidad36. Otra razón tiene que ver con la situación fiscal de la municipalidad. La llegada 
de viviendas sociales puede, potencialmente, alterar el gasto público de una municipalidad, 
debido a que los nuevos residentes podrían requerir mayores niveles de provisión de servi-
cios públicos. Esto podría implicar una reducción de otros servicios que benefician a los 
propietarios originales o la búsqueda de nuevas fuentes de financiamiento municipal. Esa 
alteración de la situación fiscal de una municipalidad también podría, eventualmente, tener 
un impacto en el valor de las propiedades de una comuna37.

Otro grupo de razones para prevenir la llegada de viviendas sociales a una comuna 
de mayores ingresos son de corte más sociológico o culturales. La preferencia por vivir en 
un barrio socialmente homogéneo se ha relacionado con cierta predisposición psicológica 
que las personas desarrollan durante la adolescencia y que se caracteriza por el miedo a la 
complejidad e incerteza de la vida social. Esto llevaría a que muchos adultos opten por vi-
vir en un ambiente ordenado, estable y coherente38. A nivel más sociológico, la preferencia 
por barrios residenciales homogéneos estaría asociada a la histórica percepción social que 
enfatiza los aspectos negativos de la vida urbana: el ruido, el tráfico, la contaminación, el 
crimen, la suciedad, etc.39.

En suma, varias razones –económicas, fiscales, psicológicas, sociológicas– explicarían 
el uso de reglas y prácticas locales para evitar la inclusión de viviendas sociales en barrios de 
mayores ingresos. La siguiente sección describe esas prácticas en el contexto de tres conflic-
tos urbanos recientes ocurridos en Santiago.

IV. EL DERECHO URBANÍSTICO CHILENO “EN LA PRÁCTICA”

En esta sección describimos y analizamos tres conflictos urbanos recientes originados 
por la eventual construcción de un proyecto de viviendas sociales en barrios de medianos 
y altos ingresos en Santiago, Chile. El objetivo de la descripción es identificar cómo las re-
glas e instrumentos del derecho urbanístico pueden ser usadas con propósitos socialmente 
excluyentes. Esto requiere examinar el “uso” del derecho urbanístico en la práctica, es decir, 
como los actores principales encargados de tomar decisiones jurídicas en el ámbito urbano 
le dan sentido y realidad a las reglas e instrumentos de esta área del derecho.

La decisión de estudiar tres conflictos urbanos recientes tiene que ver con dos razo-
nes fundamentales. La primera dice relación con el acceso a la información. En un escena-
rio ideal, uno quisiera estudiar todos los conflictos urbanos vinculados a la inclusión de vi-
viendas sociales en áreas de mayores ingresos. Sin embargo, la información respecto de esos 
conflictos es limitada. Es por ello que hemos seleccionado conflictos que tuvieron cierta re-
percusión mediática. En cualquier caso, la posibilidad de ocurrencia de uno de esos conflic-

36  Been et al. (2014) 231-233.
37  Been et al. (2014) p. 232.
38  Frug (2001) pp. 119-122.
39  Frug (2001) pp. 122-132.

5-RChD 48-1-Gil y Bucarey.indd   115 28-04-21   18:49



116  
Revista Chilena de Derecho, vol. 48 Nº 1, pp. 107 - 131 [2021]

Gil Mc Cawley,  Diego / Bucarey Ilabaca,  Nicolás  “Derecho urbanístico y exclusión social”

tos no es alta en las ciudades chilenas, porque, como bastante evidencia lo ha demostrado, 
el precio de los subsidios habitacionales no permite competir por suelo bien localizado, sal-
vo casos muy excepcionales de proyectos que cuentan con financiamiento complementario, 
como los que se estudiarán40. La segunda razón es que el examen de tres conflictos permite 
estudiar con mayor profundidad los procesos institucionales que intentamos identificar en 
este trabajo. En otras palabras, existe un tradeoff entre, por un lado, estudiar un número li-
mitado de casos en profundidad, y, por otro lado, estudiar un número mayor de casos pero 
a nivel más superficial, asumiendo la existencia de recursos limitados de investigación41. La 
limitación obvia de esta decisión metodológica es que las generalizaciones que uno pueda 
hacer con el análisis comparativo de estos casos deben tomarse con cautela.

Para el examen de los casos hemos acudido a diversas fuentes de información pública 
tales como reportes de prensa, información en sitios web, documentos oficiales, etc. Tam-
bién hemos recopilado antecedentes que no se encuentran disponibles en sitios web a través 
de varias solicitudes de acceso a la información pública que fueron acogidas. En ocasiones 
específicas hemos recolectado información acudiendo a ciertos informantes claves con co-
nocimiento de los casos en estudio. Como algunos de estos conflictos aún no están cerra-
dos, para este trabajo, hicimos seguimiento de estos casos hasta diciembre de 2018.

1.	 Conflictos en la comuna de Peñalolén

En la comuna de Peñalolén, ubicada en el sector sur-oriente de la ciudad de Santia-
go, se han producido varios conflictos urbanos motivados por la potencial construcción de 
proyectos de viviendas sociales en barrios de mayores ingresos.

La zona de la ciudad que hoy cubre la comuna de Peñalolén fue históricamente un 
área de baja densidad poblacional con un carácter cuasi rural. La población de esta área 
urbana comenzó a aumentar en los años 60 cuando muchas familias de bajos ingresos que 
vivían en otras partes de la ciudad fueron trasladas ahí, en algunos casos creando asenta-
mientos irregulares o campamentos, que después fueron formalizados a través de distintos 
programas habitacionales42. El año 1981 fue creada la Municipalidad de Peñalolén para go-
bernar esa zona urbana, que hasta entonces era parte de la jurisdicción de la Municipalidad 

40  En los últimos años la política habitacional del MINVU ha realizado esfuerzos para implementar programas 
de subsidios habitacionales que promuevan la integración social urbana. Dos programas recientes que tienen ese 
objetivo son el DS 116 (2015) y el DS 19 (2016). Estos programas establecen subsidios habitacionales para que 
personas con distintas realidades socioeconómicas sean incluidas en un mismo conjunto habitacional, el que 
debe cumplir con ciertos criterios en términos de localización y calidad de las viviendas y equipamiento. Ver 
Decreto Nº 116 de 2015 y Decreto Nº 19 de 2016, Ministerio de Vivienda y Urbanismo. Hasta donde llega 
nuestro conocimiento, no existen evaluaciones sistemáticas sobre la implementación de estos subsidios. Infor-
mación anecdótica sugiere que si bien se ha producido cierto grado de integración social en los conjuntos cons-
truidos (aunque dentro de familias que califican para recibir subsidios habitacionales), la localización de estos 
en general no ha sido muy distinta de la de proyectos habitacionales financiados con los programas de subsidios 
tradicionales. Sobre la experiencia de integración social de algunos proyectos habitacionales, ver Centro de Po-
líticas Públicas UC (2010) y Grandon y Astaburuaga (2017).
41  En el lenguaje de la metodología de las ciencias sociales, esto se conoce como el tradeoff entre maximizar va-
lidez interna versus validez externa.
42  Salcedo (2010) p. 100
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de Ñuñoa43. Durante los 80, la comuna siguió siendo destino de viviendas subsidiadas para 
familias vulnerables. Sin embargo, en los años 90 Peñalolén comenzó a atraer el interés de 
residentes de mayores ingresos, debido a su cercanía con las comunas de ingresos altos ubi-
cadas en el sector oriente de Santiago, sus precios relativamente bajos en comparación con 
esas comunas, y la oportunidad de vivir en desarrollos inmobiliarios de baja densidad44.

Debido al creciente interés de grupos medios y altos por vivir en la comuna, y al con-
siguiente aumento en el precio de los terrenos, la Municipalidad de Peñalolén ha enfrentado 
un escenario progresivamente complejo para promover la construcción de viviendas sociales 
en la comuna. La presión por acceso a vivienda formal ha sido alta en los últimos años, debi-
do al significativo número de familias que viven como allegados o en asentamientos irregula-
res, y que muestran una fuerte preferencia por quedarse en esa comuna.

Una de las presiones más fuertes por acceso a la vivienda surgió desde las familias 
que habitaban la Toma de Peñalolén, lo que dio origen a un conflicto urbano que atrajo 
bastante interés público. La Toma de Peñalolén se originó el año 1999, cuando un grupo 
de alrededor de 1.700 familias invadió un terreno privado. El caso atrajo mucha atención 
porque representaba la creación de uno de los asentamientos irregulares de mayor tamaño 
creado varios años después del regreso a la democracia en 1990 y al final de una década de 
alto crecimiento económico, procesos que, en teoría, deberían desincentivar más que incen-
tivar la aparición de estos asentamientos.

La Municipalidad de Peñalolén y el MINVU se encontraron sujetos a una fuerte pre-
sión por otorgar una solución habitacional definitiva a las familias de la Toma, las que obra-
ron con un alto nivel de organización. Como la alternativa de trasladar a las familias de la 
Toma a otras comunas fue rechazada, la decisión final tomada por el MINVU fue comprar 
terrenos en otros lugares dentro de Peñalolén para construir las viviendas sociales requeridas.

Uno de los terrenos que el MINVU compró para proveer soluciones habitacionales 
a los residentes de la Toma estaba ubicado en un condominio privado de familias de altos 
ingresos conocido como la “Comunidad Ecológica”. Eso generó una fuerte tensión entre 
el gobierno y los residentes de ese condominio, quienes argumentaron que el proyecto 
medioambiental que motivó la creación de esa comunidad habitacional se vería por com-
pleto destruido con la construcción de un proyecto de viviendas sociales de alta densidad. 
Después de un largo proceso de negociación, el interés de los residentes del condominio 
prevaleció. Una empresa inmobiliaria compró el terreno que había sido adquirido por 
el MINVU y entregó un monto de dinero a cada una de las familias contempladas en el 
proyecto habitacional subsidiado para que pudieran acceder a viviendas ubicadas en otros 
barrios de la comuna. Así, con ese bono adicional de dinero complementario a los subsi-
dios habitacionales, quienes eran parte del proyecto pudieron financiar la construcción de 
viviendas en otra zona de la comuna.

A pesar de la solución que se otorgó a las familias de la Toma de Peñalolén, el con-
flicto por incluir viviendas sociales en terrenos de la Comunidad Ecológica continuó. De-
bido a la necesidad de construir viviendas sociales para familias de allegados de la comuna, 

43  Salcedo (2010) p. 100. 
44  Salcedo (2010) pp. 100-101.
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la Municipalidad decidió hacer un cambio al Plan Regulador Comunal para aumentar la 
densidad en varias zonas y organizar mejor las reglas que gobiernan su jurisdicción. Los 
cambios propuestos incluían el aumento de densidad en un sector de la Comunidad Eco-
lógica45. El alcalde de ese entonces decidió someter la modificación al Plan Regulador a un 
plebiscito, el cual fue realizado el 11 de diciembre de 201146. La votación de los residentes 
de la comuna dio como resultado el rechazo al cambio al plan regulador por un 52%47. La 
resistencia al cambio del plan regulador tuvo distintas motivaciones. Algunos dirigentes de 
movimientos sociales consideraron que el principal beneficiario del aumento de densidad 
en varias partes de la comuna iba a ser la industria inmobiliaria, lo que atentaba contra el 
interés público de los habitantes de ese distrito48. Otros grupos, como algunos residentes 
de la Comunidad Ecológica, rechazaron el cambio por sus implicancias en la potencial 
construcción de proyectos de viviendas sociales en zonas residenciales de baja densidad y de 
mayores ingresos, como las de ese sector de la comuna.

La Municipalidad de Peñalolén, junto con el MINVU, siguió buscando opciones 
para organizar la construcción de proyectos de viviendas sociales dentro del municipio 
que pudieran alojar a familias en situación de allegamiento. Para ello, el MINVU expro-
pió un terreno ubicado en la Comunidad Ecológica. El problema del terreno es que en esa 
zona las normas del Plan Regulador permiten una densidad máxima de 50 habitantes por 
hectárea, lo que no hacía factible la construcción de un proyecto de viviendas sociales. Por 
ello, la Municipalidad, junto con organizar a las familias interesadas en la postulación a los 
subsidios y planificación del proyecto, decidió cambiar el plan regulador para aumentar 
la densidad de ese terreno. Así, cumpliendo con todos los procedimientos legales vigentes 
para realizar el cambio al plan regulador, dictó el Decreto Alcaldicio Nº 1200/3326 del año 
2016, que aumentó la densidad de ese sector de la comuna.

Sin embargo, un propietario de la Comunidad Ecológica decidió interponer un 
recurso de protección para dejar sin efecto ese Decreto Alcaldicio por una supuesta infrac-
ción de los principios de probidad y veracidad administrativa, y por una supuesta amenaza 
cierta e inminente al derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación estable-
cido en el artículo 19 número 8 de la Constitución Política. El recurso de protección fue 
rechazado por la Octava Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago, pero acogido por la 
Tercera Sala de la Corte Suprema49. Los argumentos principales entregados por la Corte Su-
prema para acoger el recurso fueron que el Decreto Alcaldicio alteraba el resultado del ple-
biscito comunal vinculante que se había realizado algunos años atrás que había mantenido 
la densidad baja de ese sector de la comuna, y que no había considerado que el aumento de 
la densidad alteraba los asentamientos humanos y de animales, y la flora protegida existente.

45  EMOL (11/12/2011b).
46  EMOL (11/12/2011a).
47  EMOL (11/12/2011b).
48  Radio Uchile (12/12/2011).
49  Nacif con Municipalidad Peñalolén (2018).
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Al término de la recopilación de información para este trabajo, la Municipalidad se 
encontraba evaluando qué acciones tomar después de la decisión de la Corte Suprema50.

2.	 Conflicto en la comuna de Maipú

El segundo caso que describiremos corresponde al conflicto urbano ocurrido a 
propósito de la promoción de un proyecto de viviendas sociales en la comuna de Maipú, 
ubicada en el sector poniente de la ciudad de Santiago. La comuna de Maipú alberga en su 
mayoría familias de ingresos medios.

En el año 2014 el Comité de Allegados51 “Flor del Valle” conformado por un grupo 
de habitantes de campamentos ubicados en las comunas de Maipú y Cerrillos de la Región 
Metropolitana, acudió ante las autoridades de la Municipalidad de Maipú con el objeto 
de obtener financiamiento complementario a los subsidios habitacionales otorgados por el 
MINVU para adquirir el predio ubicado en dicha comuna, en el cual se desarrollaría un 
proyecto de viviendas para 850 personas. Con el financiamiento de los subsidios habitacio-
nes no era posible adquirir el terreno y cubrir los costos de la construcción del condominio 
de viviendas sociales.

Los fondos públicos a los que buscaban acceder provenían del “Programa Mejora-
miento de Barrios”, en cuyo reglamento52 se establecen distintas vías de acción para con-
tribuir a la reducción de las condiciones de marginalidad sanitaria con déficit de servicios 
básicos. Dentro de ellas se contempla la construcción de infraestructura sanitaria y la entre-
ga de sitios con su respectivo título de propiedad a cada beneficiario. En la asignación de 
fondos intervienen distintos órganos públicos, dentro de los cuales la Municipalidad es la 
encargada de realizar estudios de diagnóstico y de promover la organización de los benefi-
ciarios del Programa, así como también de la elaboración de los proyectos.

El Comité fue asesorado desde un comienzo por la Fundación TECHO-Chile, que 
en el ámbito de la organización de proyectos de viviendas sociales opera como una Entidad 
Patrocinante53. Gracias a las gestiones del Comité y de TECHO-Chile, el alcalde de la Mu-
nicipalidad de Maipú remitió el 23 de junio de 2014 al Subsecretario de Desarrollo Regio-
nal y Administrativo de la Región Metropolitana la postulación del proyecto de Conjunto 
de Viviendas Económicas “Flor del Valle”.

La postulación del comité “Flor del Valle” resultó seleccionada y, por tanto, se le 
asignó a la Municipalidad de Maipú la suma de $492.959.236 para la adquisición del 
terreno en la misma comuna. Este predio cuenta con una superficie de 16.585,16 metros 

50  EMOL (14/7/2018).
51  El allegamiento se define como la estrategia utilizada por los hogares y núcleos familiares para solucionar la 
falta de vivienda, compartiendo una vivienda con otro hogar o núcleo (ver sitio web “Observatorio Social”, Mi-
nisterio de Desarrollo Social).
52  Decreto Nº 829 de 1998, Ministerio del Interior.
53  Las Entidades Patrocinantes son personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, con o sin fines de lucro, 
cuyas principales funciones son: asesorar individual o colectivamente a las familias en el proceso de postulación 
a un subsidio del MINVU, elaborar los proyectos técnicos de vivienda y/o de urbanización, prestar asesoría 
legal durante el desarrollo del proyecto y acompañar socialmente a las familias desde la postulación hasta el 
término definitivo del proyecto (ver sitio web “Proveedores Técnicos MINVU”, Ministerio de Vivienda y Ur-
banismo).
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cuadrados y se encuentra localizado en el límite sur de la comuna de Maipú, rodeado de 
viviendas de clase media y media-baja que se emplazaron en dicho lugar en la década de 
los 80 y 90.

Habiendo recibido los dineros, la Municipalidad de Maipú se encontraba habilitada 
legal y económicamente para adquirir el terreno ubicado en la misma comuna. Sin embar-
go, con fecha 11 de noviembre de 2016, la Municipalidad no procedió a la adquisición del 
predio, sino que, por el contrario, decidió restituir los fondos asignados para ello54. Esta de-
cisión se tomó en la Sesión Ordinaria Nº 1032 del Concejo Municipal de Maipú llevada a 
cabo el 29 de julio de 2016. En ella, los integrantes del Concejo debatieron en extenso so-
bre la adquisición del predio y la posterior construcción de viviendas sociales en la comuna. 
Finalmente, la discusión se zanjó en una votación que tuvo el siguiente resultado: 5 votos 
de rechazo –entre ellos, el del Alcalde–, 4 votos a favor y una abstención.

La votación de rechazo fue adoptada por autoridades de distintos partidos políticos 
quienes no comparten necesariamente la misma sensibilidad ideológica55. Ahora bien, den-
tro de las razones expresadas por quienes rechazaron adquirir el predio para la construcción 
del proyecto de viviendas se pueden identificar, por un lado, que no habría existido sufi-
ciente diálogo entre las partes involucradas –Fundación TECHO-Chile, el comité Flor del 
Valle y los habitantes del sector– y, además, que no estaban dadas las condiciones para la 
construcción del proyecto, ya sea porque podrían ocurrir hechos de violencia, o bien, por-
que el municipio sería incapaz de satisfacer las necesidades de los nuevos vecinos del sector. 
En cualquier caso, la decisión del Concejo Municipal en orden a rechazar la adquisición 
del inmueble para llevar adelante la construcción del proyecto habitacional pareció reflejar 
los temores de los habitantes del sector donde este se llevará a cabo respecto de sus nuevos 
vecinos, más que expresar razones atendibles que hubieran justificado la inviabilidad de lle-
varlo a cabo56.

54  A través del Decreto Alcaldicio Nº 4184.
55  Votaron a favor de adquirir el predio los concejales Carol Bortnick (PPD); Antonio Neme (UDI); Ariel Ra-
mos (PC); Mauricio Ovalle (DC). Por su parte, votaron en contra el alcalde Christian Vittori (DC) y los conce-
jales Herman Silva (DC); Carlos Jara (PPD); Abraham Donoso (DC): y Marcela Silva (PS). Se abstuvo de votar 
el concejal Alejandro Almendares (Ind.).
56  A modo de ejemplo de las razones entregadas, los motivos que esgrimió el concejal, don Herman Silva (DC), 
para justificar su voto de rechazo fueron los siguientes: “…yo recibí a las dos partes, conozco el pensamiento de 
uno y de otro y con ninguno de los dos bandos me he comprometido, pero ahora si lo traen al Concejo hay que 
tomar una resolución al respecto y yo parto con respecto a eso diciendo que en cuanto a mí se refiere y en lo 
que voy a exponer que me pasó a mí siendo Alcalde de la comuna y viviendo yo en el sector, también hubo algo 
parecido sacaron gente de las turbinas y de otros lugares del gran Santiago y yo cuando vi el asunto que era bien 
complejo, obtuve que el 90% de los que llegaran ahí fueran de Maipú, creí que con eso solucionaba todo el pro-
blema y no fue así el asunto, llegó, se asignaron las viviendas, había que ir de parte del Serviu hacerse cargo, un 
día X y un día menos pensado yo estaba en mi casa, vivía en la Villa Arturo Godoy y muy cerca donde se están 
construyendo y sentí un bullicio violento y alrededor de 400 pobladores de allá llegaron esperaron que se abriera 
una puerta y pasaron todo y coparon todo, indudablemente que cuando la cosa se puso muy peligrosa, aparecie-
ron dos helicópteros sobre volando (sic), porque el Alcalde en el fondo estaba secuestrado y después llegaron tres 
buses de Carabineros, yo hablé con ellos”. “…de acuerdo a lo que me pasó a mí, ahora está mucho más grande la 
Villa Jardín Los Héroes que antes, tiene mucho más gente, pero no quiero pasar por lo que pasé antes y tener que 
dejar mi casa, irme a otro lugar por el ataque constante digamos sobre todo los días festivos o los sábados, por lo 
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A pesar de la decisión adoptada por la Municipalidad de Maipú de rechazar los fon-
dos y por tanto obstaculizar la construcción del proyecto de viviendas sociales, finalmente 
el MINVU decidió comprar directamente el predio para permitir el desarrollo del proyec-
to. Para ello, este órgano adquirió el inmueble por aplicación de la Ley 16.391, que en su 
artículo 50 habilita al MINVU para expropiar predios que se encuentren afectos a utilidad 
pública, tal como se consideró en este caso. Al término del levantamiento de información 
usada en este artículo, el proyecto se encontraba en una etapa avanzada de construcción.

3.	 Conflicto en las comunas de Vitacura y Las Condes

El tercer conflicto que describiremos ocurrió a propósito de un proyecto de viviendas 
sociales promovido por la Municipalidad de Las Condes para ser emplazado en un barrio 
ubicado dentro de la comuna de Vitacura, uno de los sectores con viviendas de mayor valor 
en la Región Metropolitana.

La curiosa situación en la cual una Municipalidad pretendía localizar un proyecto de 
viviendas sociales en otra comuna se produjo porque previo a la creación de la Municipali-
dad de Vitacura en 1991, el terreno donde se emplazarían las viviendas subsidiadas se en-
contraba dentro de los límites de la comuna de Las Condes. Ese terreno fue adquirido por 
la Municipalidad de Las Condes el año 1971, y ha permanecido en su patrimonio hasta el 
día de hoy, puesto que cuando se creó la Municipalidad de Vitacura ese predio nunca le fue 
transferido, a pesar de ubicarse dentro de su territorio.

En su calidad de propietario del inmueble en cuestión, la Municipalidad de Las 
Condes puede legítimamente usarlo y destinarlo a cualquier fin que no vaya contra la ley 
o derecho ajeno. Previo a una reforma al Plan Regulador Comunal de Vitacura del 23 de 
marzo de 2018, el terreno perteneciente a Las Condes (ubicado en Vitacura) permitía una 
densidad media de 200 viviendas por hectárea. En consecuencia, era perfectamente lícito 
para las autoridades locales de la comuna de Las Condes que se promoviera un proyecto de 
viviendas que cumpliera con dichos parámetros.

Así fue como a finales del mes de marzo y principios del mes de abril del año 2017, 
la Municipalidad de Las Condes presentó dos anteproyectos ante la Dirección de Obras de 
Vitacura con el propósito de construir entre 450 y 562 viviendas subsidiadas para recibir 
aproximadamente a 2000 residentes provenientes de la comuna de Las Condes, principal-
mente del sector Colón Oriente. Los habitantes de dicho sector, ubicado al suroriente de 
la comuna entre las calles Río Guadiana, Cristóbal Colón, Padre Hurtado y Paul Harris, 
sufren el estigma de ser un barrio al que se le asocia varios problemas sociales.

El primer paso para llevar a cabo un proyecto inmobiliario es la presentación de un 
anteproyecto de edificación ante la Dirección de Obras Municipales. Una vez aprobado por 
el Director de Obras Municipal, dicho acto le asegura al requirente que la normativa urba-
nística vigente al momento de la aprobación del anteproyecto no sufrirá cambios siempre 
que presente el proyecto definitivo dentro del plazo de 180 días, el que puede ampliarse a un 

tanto, yo lo siento mucho, pero como sufrí algo en carne propia, no voy a aprobar digamos lo que está propuesto 
en este momento” (Acta de la Sesión Ordinaria Nº 1032 del Concejo Municipal de Maipú).
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año57. En atención a ello, la Municipalidad de Las Condes ingresó los anteproyectos men-
cionados arriba. Sin embargo, el Director de Obras no se pronunciaría respecto a ninguno 
de ellos debido a que con fecha 7 de abril de 2017 el alcalde de Vitacura dictó el Decreto 
3/764 a través del cual decidió postergar por tres meses el otorgamiento de permisos de sub-
división, loteo, urbanización y de construcción en la zona donde se desarrollaría el proyecto 
de Las Condes. El alcalde se encontraba habilitado para tomar la decisión de postergar los 
permisos en base a lo dispuesto en el artículo 117 de la LGUC, dado que en el sector don-
de iba a emplazarse el proyecto de viviendas se había aprobado recientemente el estudio de 
modificación del Plan Regulador Comunal y, además, la Secretaría Regional del MINVU 
aprobó dicha determinación.

Por lo demás, según se deriva de las palabras que el alcalde de Vitacura, don Raúl 
Torrealba, entregó a los medios de prensa, aquél no estaba de acuerdo con que se realizara 
un proyecto de viviendas sociales en su comuna, por las siguientes razones: “El precio impi-
de que puedan construirse viviendas sociales. La vivienda social está regulada y determina-
da. No se pueden hacer viviendas sociales a ese precio. Es lo que dije desde el principio”58. 
“¿Viviendas sociales? No, viviendas sociales, jamás. Y no es porque Torrealba sea insensible, 
es porque la ley no lo permite. No es cuestión de voluntad”59. “Me he sentado a la mesa 
con la mejor disposición, aplaudo a Lavín, ojalá pueda hacer muchas viviendas sociales en 
Las Condes. Me parece súper bien lo que hace. Cada alcalde es soberano en su comuna y 
Joaquín tiene que decidir qué hace en Las Condes […] desde hace años que Vitacura está 
pensada como una comuna que aporta parques a la ciudad. No es que yo sea un insensible; 
es el proyecto que hemos impulsado desde hace años, desde el puente Lo Saldes hasta el 
San Francisco”60.

Sin perjuicio de la voluntad de las autoridades de la comuna de Vitacura de obstacu-
lizar el proyecto de viviendas sociales en su comuna, a la fecha de presentación de los ante-
proyectos de construcción por parte de Las Condes en la Dirección de Obras de Vitacura, 
las normas de uso de suelo y edificación eran plenamente compatibles con el proyecto de 
viviendas que se pretendía realizar61.

Así, a través del Decreto Nº 3/646 de fecha 23 de marzo de 2018 se materializó la 
modificación del Plan Regulador Comunal de Vitacura, cambiando tanto el uso de suelo 
como también las condiciones de edificación de la zona donde se ubica el predio de Las 
Condes. En virtud de esta modificación, dicho lugar pasó de constituir un Área de Edifica-
ción Aislada Media (E-Am5) a ser un Área de Edificación Especial Nº 2 (Ee2), equivalente 
al Parque Metropolitano de Santiago. Eso implica que ahora en el terreno no se puede 
construir sino edificaciones compatibles con el carácter de área verde de uso público, las 
cuales tampoco pueden superar en su conjunto más del 1% de la superficie total del pre-

57  Ver artículo 116 inciso 9º LGUC y artículo 1.4.11 de la OGUC.
58  El Mercurio de Santiago (6/5/2018) p. D 11.
59  El Mercurio de Santiago (6/5/2018) p. D 11.
60  El Mercurio de Santiago (6/5/2018) p. D 11.
61  De hecho, en un predio adyacente casi al mismo tiempo se aprobó un anteproyecto para construir un edi-
ficio con departamentos de alto valor económico, a través de la Resolución Nº 744 del Director de Obras de 
fecha 12 de diciembre de 2017.
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dio62. Con estas condiciones normativas, claramente el proyecto de viviendas sociales se 
hacía inviable en la zona.

Este cambio en las condiciones urbanísticas de la zona donde se encuentra emplaza-
do el predio de Las Condes en Vitacura provocó una intensa discusión entre las autoridades 
de ambos Municipios. Sin embargo, con el objeto de poner fin a la controversia entre las 
autoridades, el gobierno central intervino en la disputa a través del Ministro de Vivienda y 
Urbanismo63. Como resultado de esta intervención, el Ministro y los alcaldes de Las Con-
des y Vitacura suscribieron una declaración de intenciones con fecha 4 de julio de 2018 en 
virtud de la cual se comprometieron a lo siguiente: La Iltre. Municipalidad de las Condes 
“a evaluar la existencia de vías legales idóneas para transferir su propiedad a la Ilustre Muni-
cipalidad de Vitacura con un 50% del terreno a título gratuito y el saldo a título oneroso”; 
mientras que la Iltre. Municipalidad de Vitacura, se comprometió a “evaluar las alternativas 
legales idóneas que permitan al Municipio de Las Condes a desarrollar su proyecto inte-
grador mediante la obtención de los fondos necesarios derivados de la adquisición, a título 
oneroso, del 50% restante de la propiedad”.

A los pocos días de suscribir el acuerdo, la Municipalidad de Las Condes hizo pú-
blica su voluntad de construir un proyecto de viviendas sociales en un predio dentro de los 
límites de su comuna, particularmente en el sector de la Rotonda Atenas, el cual recibirá a 
más de 80 familias que cumplan con los criterios definidos por el Concejo Municipal64.

V. DISCUSIÓN DE LOS CASOS

¿Qué lecciones pueden obtenerse de los tres casos descritos respecto de la práctica del 
derecho urbanístico en Chile y su incidencia en procesos de exclusión social?

Un primer aspecto que merece ser comentado tiene que ver con el resultado de los 
tres conflictos urbanos descritos. A primera vista podría parecer que el desenlace de estos 
conflictos, a pesar de todas las tensiones sociales e institucionales que han producido, no 
ha sido necesariamente desfavorable para la construcción de vivienda sociales. En el caso 
del conflicto en Maipú, el proyecto está en construcción. En Peñalolén el proyecto ya está 
aprobado por las autoridades locales y queda por verse su desenlace institucional después 
de la decisión de la Corte Suprema que acogió el recurso de protección en contra del cam-
bio al plan regulador que permitió la aprobación del proyecto. En el conflicto entre las Mu-
nicipalidades de Vitacura y Las Condes, la construcción en Vitacura fue cancelada, pero al 
parecer el proyecto sería viable en un barrio de la comuna de Las Condes. En consecuencia, 
después de largas y fuertes batallas, es posible que las viviendas sociales que originaron esos 
conflictos sean finalmente construidas.

Sin embargo, creemos que es al menos problemático sugerir que el resultado final ha 
sido positivo desde el punto de vista del interés público en juego: la generación de vivienda 
social inclusiva. Los tres casos ilustran los altos costos que la construcción de viviendas so-

62  Ver Artículo 5.2.2 del Plan Regulador Metropolitano de Santiago.
63  La Tercera PM (10/4/2018).
64  EMOL (5/7/2018).
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ciales tiene que enfrentar cuando se trata de construir unidades habitacionales subsidiadas 
en barrios relativamente caros. Estos proyectos no solo enfrentan la barrera del precio del 
suelo que desde ya hace prácticamente imposible la construcción de cualquier proyecto de 
viviendas sociales en comunas de ingresos medios y altos, y que los programas de subsidios 
habitacionales, incluso en sus nuevas versiones que intentan promover la integración social, 
no han podido resolver. Además de esa barrera inicial, los tres casos demuestran el nivel de 
tensiones sociales e institucionales que se genera en los pocos casos en los que esa barrera 
es superada. Eso no solo es problemático desde el punto de vista de los costos de los pro-
yectos analizados sino también desde la perspectiva de la señal que se genera para futuros 
proyectos. El nivel de riesgo involucrado en este tipo de proyectos constituye un fuerte des-
incentivo para varios de los actores públicos y privados involucrados en la construcción de 
vivienda sociales.

Los tres casos analizados muestran que la práctica del derecho urbanístico puede ge-
nerar fuertes obstáculos para la generación de viviendas sociales bien localizadas. Aquí nos 
centraremos en tres aspectos principales. Un primer aspecto tiene que ver con la presión de 
grupos de interés, que en los tres casos descritos está representada por la influencia ejercida 
por los propietarios que viven en zonas aledañas a los proyectos. En comunas de ingresos 
medios y altos la presión de estos grupos afecta de modo relevante la práctica del derecho 
urbanístico. La teoría de los grupos de interés sugiere que en aquellos contextos regulato-
rios en los cuales los beneficios son difusos –es decir, aprovechados por muchos individuos 
u organizaciones– y los costos son concentrados –es decir, impuestos sobre pocos indivi-
duos u organizaciones– es esperable que estos últimos grupos ejerzan una fuerte influencia 
para que las decisiones regulatorias les sean favorables65. Los casos descritos, sin embargo, 
no se ajustan perfectamente al modelo tradicional de la teoría de grupos de interés, porque 
aquí tanto los beneficios como los costos están concentrados. Los beneficiados son las fa-
milias que habitarán las viviendas sociales y quienes deben soportar los (supuestos) costos 
son los propietarios aledaños, quienes, como vimos en los casos, consideran que el valor de 
su propiedad puede verse afectado o temen la presencia de vecinos a quienes no conocen y 
que pertenecen a otro estrato socioeconómico. A pesar de que en este contexto regulatorio 
existen dos grupos de interés opuestos, los propietarios ejercen una presión más fuerte, 
probablemente debido al mayor capital cultural, social y económico que poseen. Los casos 
demuestran que ese desbalance entre los grupos de interés directamente afectados solo se 
puede compensar en la medida que participen otros actores institucionales que apoyen las 
demandas de las familias beneficiarias de las viviendas subsidiadas.

Otro aspecto importante de la práctica urbanística descrita es que los propietarios y 
residentes aledaños a los proyectos de viviendas sociales ejercen fuertes presiones sobre las 
respectivas autoridades locales, las cuales cuentan con amplias potestades que pueden utili-
zar para obstaculizar la construcción de las viviendas. En el caso de Maipú, el Concejo Mu-
nicipal decidió rechazar la transferencia de recursos del gobierno central para la compra del 
terreno requerido. En el caso de Vitacura, se hizo un cambio a las densidades establecidas 
por el plan regulador comunal para el terreno en cuestión, modificación que normalmente 

65  Ver Baldwin et al. (2012) pp. 43-49.
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demora bastante más tiempo del que tomó en este caso. El caso de Peñalolén no ha seguido 
el mismo patrón en este punto, debido a que las autoridades locales han ejercido un rol 
activo en promover la construcción de viviendas sociales en su comuna. A pesar de ello, el 
interés de propietarios y residentes que se oponen a la llegada de viviendas subsidiadas para 
familias de bajos ingresos ha prevalecido, para lo cual han usado varios mecanismos insti-
tucionales existentes. En un primer término lograron obstaculizar la construcción de vi-
viendas sociales a través de la movilización social que permitió el rechazo, expresado en un 
plebiscito comunal, al cambio del plan regulador necesario para construir esas viviendas en 
los terrenos de la Comunidad Ecológica. En una segunda instancia, ese mismo resultado se 
logró a través de la intervención de los tribunales por medio de un recurso de protección.

Lo común a estos tres casos es que la práctica del derecho urbanístico envuelve un 
conjunto de procesos institucionales en los que propietarios y residentes con alto capital 
social y económico pueden influir para defender sus intereses. Varios de estos procesos 
jurídicos se encuentran alojados en el nivel local, pero también existen otras instancias 
donde grupos de interés pueden influir sobre decisiones vinculadas al desarrollo urbano 
que terminan incidiendo en las posibilidades de localización de viviendas sociales, como lo 
demuestra el caso de Peñalolén. Es interesante notar que a diferencia del caso norteamerica-
no, donde lo habitual es utilizar normas urbanísticas que previenen la llegada de viviendas 
sociales a zonas de mayores ingresos, estos casos demuestran que los procesos jurídicos para 
obstaculizar la llegada de viviendas sociales han sido utilizados después de que se ha hecho 
viable la instalación de un conjunto de viviendas sociales en un área residencial de grupos 
medios y altos66.

Un último aspecto relevante de comentar es la relación entre el gobierno central y 
los gobiernos locales. Las municipalidades tienen fuertes incentivos a favorecer el interés 
de sus residentes, quienes conforman el cuerpo electoral de la comuna. En consecuencia, 
el ejercicio de sus potestades urbanísticas tenderá a favorecer al grupo mayoritario de la 
comuna. Por eso, no es de extrañar que autoridades de una comuna como Vitacura se re-
sistan a la llegada de familias de bajos ingresos. Peñalolén, por su parte, tiene presencia de 
distintos grupos socioeconómicos en la comuna, lo que permite que sus autoridades favo-
rezcan la inclusión de viviendas sociales en terrenos de esa jurisdicción, especialmente para 
residentes de la misma comuna. Quien ejerce un rol clave en estos procesos es el gobierno 
central, representado por el MINVU. En los tres casos se puede ver que el MINVU ejerció 
un rol mediador entre los intereses de los gobiernos locales y el interés general de promover 
la generación de viviendas sociales. En algunos casos, su voluntad se impuso frente a la de 
autoridades locales. En el caso de Peñalolén y Vitacura, el MINVU medió entre las partes 
para buscar una solución que respetara el interés de los residentes de esas comunas pero que 
también permitiera la construcción de viviendas sociales en barrios cercanos. En el caso de 
Vitacura, sin embargo, primó el interés de esa comuna de no llevar a cabo el proyecto en el 

66  Habría que precisar, sin embargo, que la utilización de normas urbanísticas para prevenir la construcción de 
conjuntos habitacionales en densidad, y con ello obstaculizar la llegada de viviendas subsidiadas antes de que su 
edificación sea viable en un barrio de altos ingresos, es algo que hasta donde tenemos conocimiento no ha sido 
estudiado sistemáticamente en Chile.
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terreno original, pero con la compra de parte del terreno a Las Condes, esta última muni-
cipalidad podrá usar esos fondos para financiar el proyecto que ahora será emplazado en un 
sitio en esa jurisdicción, lugar con muy buena localización dentro de Santiago. En el caso 
de Maipú, el MINVU se impuso sobre el interés del gobierno local, expropiando directa-
mente el terreno para construir el condominio de viviendas sociales. En el caso de Peñalo-
lén, el MINVU apoyó a las autoridades locales expropiando un terreno de la Comunidad 
Ecológica, pero la Corte Suprema frenó la construcción de viviendas sociales. Pareciera, 
entonces, que los gobiernos locales no están en una posición institucional adecuada para 
proteger el interés de promover la construcción de vivienda inclusiva. Para ello se requiere 
de una mirada de ciudad, que en el caso del régimen jurídico chileno vigente, está ubicada 
en el gobierno central.

VI. CONCLUSIÓN

El derecho urbanístico puede constituir un espacio para fuertes disputas entre ciuda-
danos. Como el derecho urbanístico tiene que ver con las normas que definen los derechos 
de propiedad que tienen los residentes de una ciudad, y con la forma física y social que las 
zonas urbanas adoptan, es razonable la alta sensibilidad que la intervención administrativa 
en el espacio urbano genera.

Los casos descritos en este trabajo dan cuenta de algunos aspectos de la práctica del 
derecho urbanístico que constituyen fuertes obstáculos para la promoción de viviendas so-
ciales en barrios bien localizados. El primero es la fuerte influencia que ejercen propietarios 
y residentes con alto capital social sobre los tomadores de decisiones en materia urbanística. 
El segundo es la existencia de una amplia variedad de potestades que recaen sobre todo en 
las autoridades locales, las cuales pueden ser usadas para obstaculizar la generación de vi-
viendas sociales si la influencia de propietarios y residentes triunfa sobre el interés público. 
El tercero es la posición institucional de los gobiernos locales, que tienen fuertes incentivos 
a oponerse a la llegada de viviendas sociales, a diferencia del gobierno central, quien en el 
derecho chileno tiene la posibilidad de velar por el interés de la ciudad como un todo. El 
buen gobierno de las ciudades requiere la participación de propietarios y residentes en los 
procesos de decisiones urbanísticas, la discrecionalidad en el uso de mecanismos de inter-
vención para ir respondiendo a las necesidades urbanas que van surgiendo y la presencia de 
gobiernos locales que puedan atender las necesidades de sus comunidades. Sin embargo, 
esos intereses deben balancearse con el interés público que representa la generación de vi-
viendas sociales bien localizadas, sobre todo considerando los altos niveles de segregación 
social urbana que presentan las ciudades chilenas. El derecho urbanístico vigente en Chile 
no tiene mecanismos jurídicos suficientes que permitan garantizar la satisfacción de ese in-
terés público.

Aunque tímidamente, el derecho urbanístico chileno ha comenzado a reconocer 
la importancia que tiene incorporar la integración social como parte de los objetivos que 
deben ser atendidos por las instituciones con potestades para organizar el uso racional del 
espacio urbano. Algunas reformas legales recientes han incorporado en la legislación urba-
nística chilena herramientas para que tanto el gobierno central como las municipalidades 
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puedan promover, a través de incentivos en las normas urbanísticas, el desarrollo de proyec-
tos habitacionales con integración social67. No existe evidencia sobre la implementación de 
esas normas, sin embargo, y se trata de reglas que habilitan el establecimiento de incentivos 
más que obligaciones para que las autoridades utilicen instrumentos que favorezcan proce-
so de integración social en la ciudad. Un proyecto de ley reciente que se encuentra en una 
etapa avanzada de discusión en el Congreso incorpora el objetivo de la integración social 
dentro de la legislación urbanística, estableciendo obligaciones para que los instrumentos 
de intervención pública que regulan el uso del suelo urbano promuevan un acceso más 
equitativo a los bienes y servicios públicos de las ciudades68. Está por verse si el proyecto 
será aprobado en el Congreso y si tendrá un efecto significativo sobre la práctica del dere-
cho urbanístico.

Existe experiencia comparada que puede servir de referencias para un reconocimien-
to explícito de la integración social urbana en el derecho urbanístico. Un ejemplo es la 
doctrina conocida como “contribución regional justa” que se ha implementado en algunos 
Estados de los Estados Unidos. Esta estrategia consiste en regulaciones que imponen una 
obligación directa a las municipalidades que conforman un área metropolitana de adoptar 
políticas públicas, usualmente a través de sus planes urbanísticos, para asegurar la construc-
ción de viviendas asequibles que cumplan con una determinada cuota de las necesidades 
habitacionales de toda la zona metropolitana69. Así se asegura que la vivienda para sectores 
de bajos ingresos no se concentrará en un determinado sector de una ciudad sino que estará 
dispersa en los distintos barrios y distritos de todo el área urbana.

En suma, el derecho urbanístico y su práctica pueden tener un efecto importante 
sobre los niveles de igualdad social y económica que existen en una ciudad. El argumento 
central que hemos intentado proponer en este trabajo es que la segregación social urbana 
no es solo un problema del financiamiento disponible para proyectos habitacionales sino 
también tiene relación con las normas y procesos institucionales que regulan la gobernanza 
de nuestras ciudades.

67  Ver artículo 1 inciso 8º y 9º DFL Nº 2, 1959, Ministerio de Hacienda y artículo 184 LGUC.
68  Boletín 12288-14, Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos normativos en materia de integración so-
cial y urbana.
69  Ver Orfield (2005), Massey et al. (2013)
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